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			PRESENTACIÓN

			M.ª PAULA DÍAZ PITA

			Profesora Titular de Derecho Procesal

			El Ministerio de Justicia describe en su página web dedicada al Horizonte Justicia 2030 el Plan de Trabajo que ha trazado para lograr este objetivo señalando que «Justicia 2030 se estructura en torno a los objetivos (3) que se hacen efectivos mediante programas (9) —tres por objetivo—. Los programas se hacen operativos mediante proyectos (27). Los proyectos son las unidades operativas que aseguran que los objetivos se alcancen. Son estables a lo largo de los diez años. Sobre ellos se mide el impacto. Los proyectos pueden estar formados por subproyectos cuyo número varía en función de las necesidades. En este momento su número alcanza los 47. Son las unidades de ejecución, medición y financiación. En torno a ellos se crean los equipos de trabajo, se fijan los plazos de ejecución y se definen los indicadores de impacto y evolución. Tienen carácter finalista y no tienen vocación de permanencia. A lo largo del período de vigencia de Justicia 2030 irán finalizando subproyectos que pueden ser reemplazados por otros en función de las necesidades. En este momento su número alcanza los 47».

			En concreto, de entre estos Objetivos que menciona el Ministerio de Justicia la presente Obra colectiva que hemos titulado Horizonte Justicia 2030: reflexiones críticas sobre los Proyectos de eficiencia del Servicio Público de Justicia va a abordar exclusivamente aquellos que integran el Objetivo 2, de cuya denominación «Eficiencia del Servicio Público de Justicia» hemos tomado la nuestra.

			Pretende lograr este Objetivo 2 una «transformación del Servicio Público de Justicia» actualizando, se dice, la organización judicial vigente desde la Ley Orgánica del Poder Judicial, de 1 de julio de 1985, adaptando los distintos procesos civiles, penales, contencioso-administrativos y laborales a los cambios operados en la sociedad, especialmente en los últimos dos años, e incrementando e implementando la digitalización de los servicios públicos de Justicia.

			Vaya por delante que no es nuestra pretensión (ni podría serlo en ningún caso) un análisis completo y exhaustivo de la totalidad de los aspectos que integran el Objetivo 2, ya que, como se puede comprobar en la tabla que sigue a esta presentación, su número es considerable y pueden ser muchos los interrogantes que suscite el pretendido logro a medio y largo plazo de la ejecución de los tres Programas en que se divide: esto es, el de Eficiencia organizativa, el de Eficiencia procesal y el de Eficiencia digital.

			Por consiguiente, los autores y autoras que han vertido sus reflexiones en esta Obra colectiva han preferido destacar solo algunas de las cuestiones que, abordadas por los tres Programas, a su juicio, planteaban dudas y/o mejoras; también aquellas otras que no se contemplaban expresamente en ellos y que, sin embargo, de abordarse contribuirían a lograr la Eficiencia que se pretende.

			La variedad y enjundia de los Proyectos y Subproyectos que integran los Programas incluidos en el Objetivo 2 de «Horizonte Justicia 2030», ha permitido recabar las opiniones, reflexiones y propuestas tanto de destacados Profesores y Profesoras Universitarios de prestigiosas Universidades (Valencia, Santiago de Compostela, Granada, Murcia, Burgos y Sevilla) como de Profesionales de reconocida trayectoria en la Administración de Justicia (Magistrado, Fiscal, Letradas del Gabinete Jurídico de la JA, Letrado de la Administración de Justicia, Abogado/a y Registrador de la Propiedad), por lo que la visión poliédrica es la característica fundamental de esta obra colectiva que, sin lugar a dudas, la enriquece.

			Cabe advertir, por otro lado, que en lo que respecta a la estructura de la Obra hemos considerado oportuno ordenar los distintos capítulos enmarcándolos en cada uno de los Programas de Eficiencia organizativa, procesal y digital con el objetivo de que su lectura vaya recorriendo el camino que traza el propio Ministerio de Justicia en el cuadro de desarrollo de los Proyectos y Subproyectos, de tal manera que, aun cuando jurídicamente pudiera ser cuestionable esta ordenación (como así pone de manifiesto algún autor/a), facilite, sin embargo, la lectura ordenada de los mismos ajustada a los parámetros que marca el propio legislador.

			Por último, debo dejar constancia de que ha sido todo un placer coordinar en esta Obra tan interesante y completa a los Profesores y Profesoras: Bonet Navarro (Catedrático de Derecho Procesal de la UV); Castillejo Manzanares (Catedrática de Derecho Procesal de la USC); Castillo Rigabert (Profesor Titular de Derecho Procesal de la UM); Valbuena González (Profesor Titular de Derecho Procesal de la UBU); García-Rostán Calvín (Profesora Titular de Derecho Procesal de la UM); Torres Rosell (Profesora Titular de Derecho Procesal de la UGR); Sigüenza López (Profesor Titular de Derecho Procesal de la UM); y, Pérez-Luño Robledo (Profesor Ayudante Doctor de la US), y a los profesionales de diferentes ámbitos de la Administración de Justicia: Hermosilla Sierra (Magistrado de la Audiencia Provincial de Sevilla); Rueda Negri (Fiscal de Cooperación Internacional de Sevilla); Molina Illescas (Registrador de la Propiedad, Mercantil y de Bienes Muebles); Albert Muñoz (Letrada de la Junta de Andalucía. Jefe del Área de Asuntos Contenciosos del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía); García Rodríguez (Letrada Adjunta a la Jefatura del Área de Asuntos Contenciosos. Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía); Espín López (Letrado de la Administración de Justicia. Doctor en Derecho); Tinoco Vergel (Abogado del ICAS); y, Hernández López (Abogada y Diputada 1.ª del ICAMUR).

			A todos ellos, a todas ellas, debo agradecer su confianza en mi y en este proyecto que, de seguro, despertará el interés tanto en el ámbito académico como en el profesional.

			Mi más sincero agradecimiento, asimismo, a la Editorial Tecnos, a su Directora Inmaculada Jorge, por apostar por esta Obra colectiva y a la Editora Paula Vázquez por su buen hacer.

			Sevilla, octubre de 2022
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			I. PROPÓSITO DEL ANTEPROYECTO

			El «Anteproyecto de Ley Orgánica de Eficiencia Organizativa del Servicio Público de Justicia1 por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial para la implantación de los Tribunales de Instancia y las Oficinas de Justicia en los municipios» trata de reformar, por tercera vez en lo que va de siglo XXI2, la Ley Orgánica del Poder Judicial con la finalidad principal de diseñar una nueva organización territorial y, al tiempo, mejorar el funcionamiento del mismo. Ello lleva consigo la creación de los llamados Tribunales de Instancia, la supresión de los Juzgados de Paz y la aparición de las llamadas Oficinas de Justicia en los municipios. Pese a que los anteriormente citados son los principales objetivos del Anteproyecto, como se pone de manifiesto en el propio título, también se reestructura la Oficina Judicial para adecuarla a la nueva organización y se incorporan, asimismo, otras reformas de menor calado. En este trabajo, nos vamos a centrar en el análisis de las disposiciones del Anteproyecto referidas estrictamente a la creación de los nuevos Tribunales de Instancia y las Oficinas de Justicia.

			Como ha quedado dicho, uno de los principales objetivos de la regulación propuesta es la creación de los Tribunales de Instancia3, que lleva consigo una reorganización de la estructura territorial del Poder Judicial. Como recuerda la Exposición de Motivos que acompaña el texto del Anteproyecto, la organización territorial de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, seguía, en buena medida, la de la Ley Provisional sobre organización del Poder Judicial, de 18 de septiembre de 1870, con las necesarias modificaciones exigidas por la organización territorial del Estado diseñada por la Constitución Española de 1978.

			Conforme a lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley, el Estado se estructura, a efectos judiciales, en municipios, partidos, provincias y Comunidades Autónomas4. A juicio del pre-legislador, este modelo de organización judicial, basado en el tradicional juzgado unipersonal, respondía a las necesidades de una sociedad que podía calificarse, según la Exposición de Motivos, de «agraria, dispersa, poco comunicada y con grandes limitaciones de movilidad que nada tiene que ver con la sociedad española de hoy». A ello debe añadirse que, en la actualidad, existe «una mayor complejidad de las relaciones sociales y económicas y el importante incremento de la litigiosidad», observándose, por otro lado, «un avance espectacular en el campo de las tecnologías de la información y comunicación, así como en las infraestructuras de transporte que permiten una mayor movilidad de los ciudadanos a la vez que la concentración de población y servicios en torno a núcleos urbanos, por lo que el modelo tradicional de Juzgado unipersonal ha ido quedándose obsoleto».

			Se apunta, asimismo, en la Exposición de Motivos que existen una serie de «disfunciones» que conviene corregir como pueden ser «la falta de especialización de los juzgados, la proliferación de órganos con idéntica competencia en cada Partido Judicial conllevando una innecesaria dispersión de medios y esfuerzo; el favorecimiento de la justicia interina y no profesional y las desigualdades en la carga de trabajo y en el tiempo de resolución de asuntos»5.

			Por ello, se propone que la organización judicial opere sobre la base de órganos colegiados, subrayando que «el modelo de los Tribunales de Instancia es un sistema de organización colegiada que no altera el ejercicio de la función jurisdiccional ni las competencias de los órganos de enjuiciamiento unipersonales»6.

			El Anteproyecto parte de la idea de que la supresión de los órganos judiciales unipersonales no plantea ningún problema desde el punto de vista constitucional. En la Exposición de Motivos ni se menciona el tema. No obstante, el Consejo General del Poder Judicial pone de manifiesto que es necesario razonar sobre la compatibilidad del modelo propuesto y las normas constitucionales. La Constitución, en el artículo 117.3, consagra que «el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes» y en el artículo 117.4 se dispone que «los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que expresamente les sean atribuidas por la ley en garantía de cualquier derecho». Finalmente, el artículo 122.1 CE establece una específica reserva de «Ley Orgánica del Poder Judicial» respecto de «la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y Tribunales».

			A la vista de estos preceptos constitucionales, el informe del Consejo, tras analizar la cuestión, llega a la conclusión de que el asunto debería merecer el interés del legislador y que, por tanto, tendría que mencionarlo en la Exposición de Motivos. El Consejo recuerda que, en opinión de la doctrina, los preceptos citados no pueden interpretarse como «el establecimiento de una suerte de garantía institucional de los órganos jurisdiccionales de carácter unipersonal que venga a limitar la libertad de configuración del legislador a la hora de establecer la planta judicial. Ciertamente, tal vez no quepa derivar de los artículos 117.3 y 4 y 122.1 CE un estricto límite constitucional a los modelos posibles de arquitectura judicial, pero tampoco cabe considerar que el empleo del término ‘Juzgados’ es un mero accidente del lenguaje constitucional». Por ello —continúa razonando el Consejo— «si partimos del axioma interpretativo de que el lenguaje constitucional es significativo y pretende garantizar las realidades que enuncia, podemos sostener que de los artículos 117 y 122 CE se desprende la necesidad de la existencia de órganos (o fracciones de órganos) de carácter unipersonal en el primer escalón de la planta judicial. La estructura organizativa de Juzgado no sería constitucionalmente necesaria, pero sí la articulación de la primera respuesta judicial a la demanda de tutela a través de una formación jurisdiccional de carácter unipersonal». Tal vez subyazca esta comprensión de los mandatos constitucionales en la insistencia de la Exposición de Motivos de que «es importante destacar que el modelo de los Tribunales de Instancia es un sistema de organización colegiada que no altera el ejercicio de la función jurisdiccional ni las competencias de los órganos de enjuiciamiento unipersonales».

			Se recuerda finalmente que la reforma es absolutamente imprescindible para que, a su vez, pueda desarrollarse el nuevo modelo de justicia penal que se propone en el Anteproyecto de Ley Orgánica de Enjuiciamiento Criminal7.

			La eficiencia organizativa, definida como la optimización de los recursos disponibles, ha de buscarse, según el Anteproyecto, mediante tres cualidades que deben concurrir en toda organización: especialización, homogeneidad y capacidad organizativa8.

			La reforma quiere, en primer lugar, profundizar en la especialización de Jueces y Magistrados, así como en la «adecuación de los medios personales y materiales que les apoyan en el cumplimiento de los cometidos derivados de la función jurisdiccional»9.

			Según la Exposición de Motivos, la Ley desarrolla instrumentos «que permiten una mayor homogeneidad de las prácticas y comportamientos de los órganos judiciales y de las Oficinas Judiciales, que implicará una mayor previsibilidad, accesibilidad y proximidad, aportando seguridad y confianza a la ciudadanía y a los profesionales que se relacionan con la Administración de Justicia».

			Por último, se insiste en recordar la idea de que el modelo que se establece favorece una organización flexible que pueda adaptarse con facilidad a las necesidades cambiantes de la sociedad10.

			Finalmente, la implantación de los Tribunales de Instancia, en opinión del pre-legislador, simplifica el acceso a la Justicia.

			La otra gran novedad es la desaparición de los Juzgados de Paz órganos que, como es sabido ejercen en la actualidad jurisdicción en asuntos de escasa importancia11. Se propone la sustitución de los mismos por las llamadas Oficinas de Justicia en el municipio con la finalidad de evitar que los habitantes de estos tengan que desplazarse a las capitales para realizar aquellas gestiones que actualmente tienen que llevar a cabo presencialmente, dotando a estas oficinas de medios tecnológicos para la práctica de actos procesales y la intervención en los mismos a distancia.

			Los órganos judiciales que, conforme al artículo 26 del Anteproyecto, ejercen la potestad jurisdiccional son:

			— Tribunales de Instancia12.

			— Audiencias Provinciales.

			— Tribunal Central de Instancia13.

			— Audiencia Nacional.

			— Tribunal Supremo.

			II. LOS TRIBUNALES DE INSTANCIA

			1. ÁMBITO TERRITORIAL Y COMPOSICIÓN

			El Capítulo V del Título IV del Libro I de la Ley Orgánica del Poder Judicial pasa a denominarse «De los Tribunales de Instancia y del Tribunal Central de Instancia»14.

			Según el artículo 84.1, habrá un Tribunal de Instancia en cada Partido Judicial, con sede en su capital, de la que tomará su nombre. Debe insistirse en que los Tribunales de Instancia no son los auténticos órganos jurisdiccionales, sino sus Secciones. La demarcación territorial de las mismas, en función de lo que determina la Ley, es en unos casos el Partido Judicial y en otros la provincia. Ello puede ocasionar una cierta confusión teórica, pero en la práctica no debe plantear problema alguno.

			Se podrá establecer que algunas de las Secciones que integren los Tribunales de Instancia extiendan su jurisdicción a uno o varios partidos judiciales de la misma provincia, o de varias provincias limítrofes dentro del ámbito de un mismo Tribunal Superior de Justicia (art. 84.5)15.

			Los Tribunales de Instancia estarán integrados por una Sección Única, de Civil y de Instrucción, pero en los supuestos determinados por la Ley de Demarcación y Planta Judicial, el Tribunal de Instancia se integrará por una Sección Civil y otra Sección de Instrucción (art. 84.2). Las Secciones Civiles y las Civiles y de Instrucción que constituyan una Sección Única tendrán jurisdicción limitada a un solo Partido Judicial.

			Además de las anteriores, los Tribunales de Instancia podrán estar integrados por alguna o varias de las siguientes Secciones:

			— De Familia.

			— De lo Mercantil.

			— De Violencia sobre la Mujer.

			— De Enjuiciamiento Penal.

			— De Menores.

			— De Vigilancia Penitenciaria.

			— De lo Contencioso-Administrativo.

			— De lo Social.

			Pasemos, seguidamente, a analizar las diferentes Secciones del Tribunal de Instancia y su competencia objetiva. En algunos casos, la Ley es extremadamente parca a la hora de enumerar los asuntos que están atribuidos a cada Sección mientras que en otros opta por ser exhaustiva. Se emplean, por tanto, dos técnicas legislativas diferentes, lo que no nos parece correcto.

			Con carácter general, se tiende a trasladar a la correspondiente Sección del Tribunal de Instancia las competencias que en la actualidad tienen los órganos unipersonales.

			2. SECCIÓN CIVIL

			La Sección Civil (o Única) conocerá, conforme al artículo 85, en primera instancia, de aquellos procesos que no vengan atribuidos por la Ley a otros órganos judiciales; de los actos de jurisdicción voluntaria en los términos previstos por la ley y, finalmente, de las solicitudes de reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones judiciales extranjeras y de la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeras, a no ser que, con arreglo a lo acordado en los tratados y otras normas internacionales, corresponda su conocimiento a otra Sección o Tribunal.

			3. SECCIÓN DE INSTRUCCIÓN

			La Sección de Instrucción (o Única) conocerá en el orden penal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 88.1, de la instrucción de las causas por delito cuyo conocimiento corresponda a las Audiencias Provinciales y a las Secciones de Enjuiciamiento Penal de los Tribunales de Instancia, excepto de la instrucción de aquellas causas que sean competencia de las Secciones de Violencia sobre la Mujer; les corresponde, asimismo, dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la ley y en los procesos por aceptación de decreto; del conocimiento y fallo de los juicios por delito leve, salvo que sean competencia de las Secciones de Violencia sobre la Mujer; de los procedimientos de habeas corpus; de la adopción de la orden de protección a las víctimas de Violencia sobre la Mujer cuando esté desarrollando funciones de guardia, siempre que no pueda ser adoptada por el Juez o Magistrado de la Sección de Violencia sobre la Mujer o de la Sección correspondiente que asuma el conocimiento de estos asuntos; de la emisión y ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley; de los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes; de la autorización del internamiento de extranjeros en los centros correspondientes, así como del control de la estancia de estos en los mismos y en las salas de inadmisión de fronteras, así como de las peticiones y quejas que planteen los internos en cuanto afecten a sus derechos fundamentales y, por último, de los procedimientos de revisión de medidas por modificación de circunstancias podrán ser tramitados por el Juez o Jueza inicialmente competente16.

			Además de la sección (o secciones) civil e instrucción, que siempre integrarán el Tribunal de Instancia, estos podrán tener alguna o algunas de las siguientes secciones.

			4. SECCIÓN DE FAMILIA

			La creación de las Secciones de Familia17, con una competencia determinada por la Ley18, es, según dice el informe del Consejo General del Poder Judicial, «remarcable» y da respuesta «a una demanda largamente sostenida de contar con órganos especializados en esta rama del Derecho»19.

			Esta Sección se creará cuando se estime conveniente en función de la carga de trabajo y extenderá su jurisdicción a todo el Partido Judicial (art. 86.2). El Consejo General del Poder Judicial, previo informe de las Salas de Gobierno, podrá acordar que, en aquellos Tribunales de Instancia donde no hubiere una Sección de Familia y sea conveniente por la carga de trabajo existente, el conocimiento de los asuntos referidos en el artículo 86 corresponda a uno de los Jueces o Magistrados de la Sección Civil, o Civil y de Instrucción que constituya una Sección Única, determinándose en esta situación que ese Juez o Magistrado conozca de todos estos asuntos dentro del Partido Judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo también de otras materias (art. 86.1).

			5. SECCIÓN DE LO MERCANTIL

			Con carácter general, existirá una Sección de lo Mercantil en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, con jurisdicción en toda ella (art. 87.1). Estas Secciones son, en principio, de ámbito provincial. No obstante, y como veremos seguidamente, se pueden adaptar para ejercer su jurisdicción en un ámbito menor o mayor de la provincia, siempre que se den las circunstancias previstas en la ley y se siga el procedimiento establecido en la misma20.

			De igual forma, se establecen previsiones para aprovechar los recursos humanos existentes de forma eficiente.

			Así, cuando un municipio de la provincia distinto de la capital tenga más de 250.000 habitantes, el Consejo General del Poder Judicial, con informe favorable del Ministerio de Justicia, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia y, en su caso, la Comunidad Autónoma con competencias en materia de Justicia, podrá establecer en el Tribunal de Instancia del partido, una Sección de lo Mercantil con jurisdicción en el (art. 87.2).

			Cuando una provincia tenga una población inferior a 500.000 habitantes, el Consejo General del Poder Judicial, siguiendo el procedimiento descrito en el párrafo anterior, podrá acordar que la jurisdicción de una Sección de lo Mercantil pueda extenderse a otra provincia limítrofe perteneciente a la misma Comunidad Autónoma (art. 87.3).

			El Consejo General del Poder Judicial podrá igualmente acordar, previo informe de las Salas de Gobierno, que, en aquellas circunscripciones donde sea conveniente en función de la carga de trabajo existente, el conocimiento de los asuntos atribuidos a la Sección de lo Mercantil corresponda a uno de los Jueces y Magistrados de la Sección Civil, o de Civil y de Instrucción que constituya una Sección Única, determinándose en esta situación que ese Juez o Magistrado conozca de todos estos asuntos dentro del Partido Judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo también de otras materias (art. 87.4).

			En aquellas capitales de provincia en las que exista más de un Juez o Magistrado en la Sección de lo Mercantil y menos de cinco, las solicitudes de declaración de concurso de acreedores de persona natural se repartirán a uno solo de ellos. Si el número de Jueces o Magistrados de dicha Sección fuera más de cinco, esas solicitudes se repartirán a dos o más igualmente determinados, con exclusión de los demás (art. 87.5).

			La Sección de lo Mercantil del Tribunal de Instancia de Alicante tendrá competencia exclusiva para conocer en primera instancia con jurisdicción en todo el territorio nacional de aquellas acciones que se ejerciten al amparo de lo establecido en el Reglamento de la Unión Europea 2017/1001 del Parlamento y del Consejo, sobre marca de la Unión Europea y del Reglamento (CE) 6/2002, del Consejo, de 12 de diciembre de 2001, sobre dibujos y modelos comunitarios. A estos solos efectos dicha Sección se denominará Tribunal de Marca Comunitaria de la Unión Europea y tendrá también competencia exclusiva para conocer de aquellas demandas civiles en las que se ejerciten acumuladas acciones relativas a marcas de la Unión y a marcas nacionales o internacionales idénticas o similares; y de aquellas en las que existiera cualquier otra conexión ente las acciones ejercitadas si al menos una de ellas estuviera basada en un registro o solicitud de marca de la Unión (art. 87.8).

			Las Secciones de lo Mercantil conocerán de los asuntos que les atribuye el artículo 87.6 y 7 de la Ley21.

			6. SECCIÓN DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER

			Las Secciones de Violencia sobre la Mujer del Tribunal de Instancia son los órganos que sustituyen a los actuales Juzgados de Violencia sobre la Mujer.

			Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal de Instancia una Sección de Violencia sobre la Mujer, que extenderá su jurisdicción a todo el Partido Judicial (art. 89.2). No obstante, el Consejo General del Poder Judicial, previo informe de las Salas de Gobierno, podrá acordar que, en aquellos Tribunales de Instancia donde no hubiere una Sección de Violencia sobre la Mujer y sea conveniente por razón de la carga de trabajo existente, el conocimiento de los asuntos corresponda a uno de los Jueces o Magistrados de la Sección de Instrucción, o de la Civil y de Instrucción que constituya una Sección Única, determinándose en esta situación que uno solo de estos Jueces y Magistrados conozca de todos estos asuntos dentro del Partido Judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo también de otras materias.

			Se prevé que el Gobierno, de forma excepcional, pueda establecer —por Real Decreto, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial y en su caso con informe de la Comunidad Autónoma con competencias en materia de Justicia— Secciones de Violencia sobre la Mujer, que extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia (art. 89.3).

			Las secciones de Violencia sobre la Mujer tienen atribuido el conocimiento de asuntos tanto en el orden penal como en el orden civil.

			6.1. Competencia en el orden civil

			En el orden civil, según el artículo 89.6, podrán conocer, en todo caso conforme a los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de los siguientes asuntos: filiación, paternidad y maternidad; nulidad del matrimonio, separación y divorcio; los que versen sobre relaciones paterno filiales; los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar; los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores22 o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores; los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción y los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores.

			Las Secciones de Violencia tendrán competencia en el orden civil de forma exclusiva y excluyente cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos: que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias indicadas en al apartado 3 de este artículo23; que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los actos de violencia de género en los términos a que hace el apartado 2.a)24, que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o cooperador necesario en la realización de actos de violencia de género y, por último, que se hayan iniciado ante la Sección de Violencia sobre la Mujer de un Tribunal de Instancia actuaciones penales por delito o delito leve a consecuencia de un acto de Violencia sobre la Mujer, o se haya adoptado una orden de protección a una víctima de violencia de género (art. 89.7).

			6.2. Competencia en el orden penal

			Por lo que respecta a la competencia en el orden penal, las Secciones de Violencia sobre la Mujer son órganos tanto de instrucción como de decisión, como ocurre ahora como los Juzgados de esta clase. Ejercitan, asimismo, otras competencias relacionadas con la materia.

			6.2.1. De instrucción

			Respecto a la instrucción, son órganos que realizan dicha función en los delitos citados en el artículo 89.525 siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o personas con discapacidad que con el convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género [art. 89.5.a)]. Asimismo, instruirán los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sean alguna de las personas anteriormente citadas [art. 89.5.b)]. Puede también adoptar las órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las competencias del Juez de Guardia [art. 89.5.c)]. Les corresponde, por último, la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por el delito de quebrantamiento previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal cuando la persona ofendida por el delito cuya condena, medida cautelar o medida de seguridad se haya quebrantado sea o hay sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, así como los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o personas con discapacidad con medidas de apoyo que con el convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente [art. 89.5.g)].

			6.2.2. De enjuiciamiento

			Por lo que respecta a sus competencias decisorias, esta Sección del Tribunal de Instancia tiene atribuido el conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya la Ley cuando la víctima sea alguna de las personas citadas en el artículo 89.5.a) [art. 89.5.d)]. Podrá, asimismo, dictar sentencia de conformidad con la acusación en los supuestos establecidos en la Ley [art. 89.5.e)] y emitir y ejecutar los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la Ley [art. 89.5.f)].

			Se reproduce el vigente artículo 87 ter.4 en el que se indica que cuando el Juez apreciara (quiere decir la Sección de Violencia sobre la Mujer) que los actos puestos en conocimiento, de forma notoria, no constituyen expresión de violencia de género, podrá inadmitir la pretensión, remitiéndola al órgano judicial competente.

			En la actualidad, el artículo 87 ter.5 dice que está vedada la mediación en estos asuntos. En la redacción del 89.9 del Anteproyecto leemos que «está vedada la utilización de medios adecuados de solución de controversias»26.

			Se conservan, en el Anteproyecto, una serie de disposiciones no directamente relacionadas con las competencias de estos órganos. Así, el 87 ter.6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se convierte en el 89.1027. El primer párrafo del artículo 87 quáter.1 pasa a ser el inicio del 89.11 del Anteproyecto28 y los demás números de dicha norma constituyen el resto del 89.11 del Anteproyecto29

			7. SECCIÓN DE ENJUICIAMIENTO PENAL

			La Sección de Enjuiciamiento Penal de los Tribunales de Instancia sustituye a los actuales Juzgados de lo Penal. Son, en principio, órganos con jurisdicción en toda la provincia y con sede en la capital de la misma (art. 90.1). No obstante, se permite la constitución de este tipo de sección en Tribunales de Instancia que tengan su sede en poblaciones distintas de la capital de la provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su jurisdicción30.

			La determinación de la competencia de las Secciones de Enjuiciamiento Penal no se hace en el propio texto del Anteproyecto sino que este se limita a decir que «enjuiciará las causas por delito que la ley determine» (art. 90.3).

			A fin de facilitar el conocimiento de los asuntos instruidos por las Secciones de Violencia sobre la Mujer, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse uno o varios de los Jueces y Magistrados que integren la Sección de Enjuiciamiento Penal, de conformidad con lo previsto en el artículo 96 de la Ley.

			Además de la competencia fundamental de enjuiciamiento que acabamos de mencionar, el artículo 90.4 establece que corresponde, asimismo, a las Secciones de Enjuiciamiento Penal la ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito grave o menos grave por las Secciones de Instrucción, el reconocimiento y ejecución de las resoluciones que impongan sanciones pecuniarias transmitidas por las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión Europea, cuando las mismas deban cumplirse en territorio español, y los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes. Finalmente, son competentes para la emisión y ejecución de los instrumentos de reconocimiento muto de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la Ley (art. 90.5).

			8. SECCIÓN DE MENORES

			La Sección de Menores —que reemplaza a los Juzgados de Menores— se constituirá en los Tribunales de Instancia con sede en la capital de cada provincia y con jurisdicción en toda ella. No obstante, cuando el volumen de trabajo lo aconseje, podrán establecerse Secciones de Menores cuya jurisdicción se extienda o bien a un partido determinado o agrupación de partidos, o bien a dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma. Tomarán su nombre de la población donde radique su sede (art. 91.1)31.

			En cuanto a su competencia, corresponde a estas Secciones el ejercicio de las funciones que establezcan las leyes para con los menores que hubieren incurrido en conductas tipificadas por la ley como delito o delito leve y aquellas otras que, en relación con los menores de edad, les atribuyan las leyes, así como la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la Ley (art. 91.3).

			9. SECCIÓN DE VIGILANCIA PENITENCIARIA

			La Sección de Vigilancia Penitenciaria del Tribunal de Instancia tendrá su sede, en principio, en la capital de la provincia y ejercerá las funciones jurisdiccionales previstas en la ley en materia de ejecución de penas privativas de libertad y medidas de seguridad, emisión y ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias, amparo de los derecho y beneficios de los internos en los establecimientos penitenciarios y demás que señale la ley (art. 92.1)32.

			Podrán establecerse Secciones de Vigilancia en Tribunales de Instancia que tengan su sede en poblaciones distintas de la capital de la provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su jurisdicción. El Gobierno establecerá la sede de estas Secciones, previa audiencia de las Comunidades Autónomas afectadas y del Consejo General del Poder Judicial (art. 92.2).

			La Sección de Vigilancia Penitenciaria podrá extender su jurisdicción a dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma, o uno o más partidos dentro de la misma provincia (art. 92.4). El Juez o Magistrado destinado en una Sección de Vigilancia Penitenciaria podrá compatibilizar las funciones propias de esta Sección con las de otras Secciones del orden jurisdiccional penal del mismo Tribunal de Instancia (art. 92.5)33.

			A la hora de determinar el número de Secciones de Vigilancia, su ámbito territorial y el número de integrantes, la Ley de Demarcación y Planta atenderá principalmente a los establecimientos penitenciarios existentes y a la clase de estos (art. 92.3)34.

			10. SECCIÓN DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

			Los actuales Juzgados de lo Contencioso-Administrativo son sustituidos por la Sección de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal de Instancia. Tienen su sede en la capital de la provincia y jurisdicción en toda ella (art. 93.1), aunque la ley prevé la posibilidad de que, en función del volumen de trabajo, se puedan establecer Secciones que tengan su sede en poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su jurisdicción (art. 93.2). También pueden crearse excepcionalmente Secciones de este tipo que extiendan su jurisdicción a más de una provincia dentro de la misma Comunidad Autónoma (art. 93.3).

			En cuanto a sus competencias, el Anteproyecto las divide en tres apartados del artículo 93, recogidos en los números 4, 5 y 6: a) conocer, en primera o única instancia, de los recursos Contencioso-Administrativos contra actos que expresamente les atribuya la ley; b) autorizar, mediante auto, la entrada en los domicilios y en los restantes edificios o lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular, cuando ello proceda para la ejecución forzosa de actos de la Administración, salvo que se trate de la ejecución de medidas de protección de menores acordadas por la Entidad Pública competente en la materia; y, c) conceder la autorización para la entrada en domicilios y otros lugares constitucionalmente protegidos, que haya sido acordada por la Administración Tributaria de forma simultánea o posterior a la notificación del inicio de un procedimiento de aplicación de los tributos cuando, requiriendo dicho acceso el consentimiento de su titular, este se oponga a ello o exista riesgo de tal oposición35.

			11. SECCIÓN DE LO SOCIAL

			Los actuales Juzgados de lo Social serán reemplazados por las Secciones de lo Social del Tribunal de Instancia. Su sede es la capital de provincia y ejercen su jurisdicción en el territorio de toda ella (art. 94.1), aunque, excepcionalmente podrán establecerse Secciones de lo Social en poblaciones distintas de la capital, delimitándose, en cada caso, su ámbito territorial36. Asimismo, podrán extender su jurisdicción a dos o más provincias dentro de la misma Comunidad Autónoma. Esta Secciones conocerán, en primera o única instancia, de los procesos sobre materias propias de este orden jurisdiccional que no estén atribuidas a otros órganos del mismo37.

			12. ASPECTOS ORGANIZATIVOS Y DE FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL DE INSTANCIA

			En cuanto a la composición del Tribunal de Instancia, este contará con un Presidente del Tribunal y de un Presidente de Sección en aquellas Secciones que cuenten con ocho o más Jueces y Magistrados, siempre que hubiere dos o más Secciones y que el número total de Jueces o Magistrados del Tribunal de Instancia sea igual o superior a doce. Cuando, por no cumplirse las anteriores circunstancias, no hubiere presidente en alguna de las Secciones o de todas de ellas, asumirá sus funciones el Presidente del Tribunal de Instancia (art. 84.3).

			Los Presidentes de los Tribunales de Instancia serán nombrados por el Consejo General del Poder Judicial, por un período de cuatro años conforme a la propuesta motivada de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia correspondiente, renovándose transcurrido este período o cuando el elegido cesare por cualquier causa (art. 166.1). La forma de elección de los Presidentes de este Tribunal es sustancialmente idéntica a la que actualmente prevé la Ley Orgánica del Poder Judicial para los Jueces Decanos. Las únicas diferencias son que el nombramiento se hace formalmente por el Consejo General del Poder Judicial y que se prevé la posibilidad de elección, aunque haya menos de diez Jueces o Magistrados, por mayoría reforzada de tres quintos38.

			En cuanto a las funciones de los Presidentes de los Tribunales de Instancia se mantienen las actualmente previstas en el artículo 168 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, pero con una excepción: se les priva la de velar por la buena utilización de los locales judiciales y de los medios materiales39.

			Después de afirmar que la adscripción de los Jueces y Magistrados a las Secciones es funcional, el texto del Anteproyecto continúa diciendo que, para racionalizar el trabajo, es posible que los juzgadores destinados en una Sección puedan conocer de asuntos de nuevo ingreso de otras Secciones, siempre que se trate de asuntos del mismo orden jurisdiccional40. Para realizar esta asignación es necesario el acuerdo del Consejo General del Poder Judicial, a propuesta del Presidente del Tribunal y oída la Junta de Jueces del orden jurisdiccional al que se refiera. Cuando la asignación se acuerde para cubrir ausencias provocadas por la concesión de comisiones de servicio o licencias de larga duración, podrá afectar a los asuntos de nuevo ingreso o a aquellos de los que esté conociendo el Juez o Magistrado que se encuentre en alguna de tales situaciones. Dichos acuerdos deberán publicarse en el Boletín Oficial del Estado (art. 84.4).

			El Anteproyecto introduce la novedad de que un determinado tema pueda ser conocido por tres Magistrados: al que inicialmente se le ha repartido y dos más, incluso cuando se trate de una instrucción penal. En estos casos, actuará como ponente el Magistrado al que inicialmente se le haya repartido. Estos Jueces y Magistrados conocerán de dicho procedimiento hasta su completa terminación, sin perjuicio de que se les pueda seguir repartiendo otros asuntos (art. 84.6).

			El actual artículo 98 de la LOPJ41, en la redacción dada por la LO 7/2022, de 27 de julio, pasa a ser el 96 en el Anteproyecto, que introduce modificaciones terminológicas para evitar la palabra juzgado y sustituirla por los términos acordes con la nueva estructura de los Tribunales de Instancia42.

			III. EL TRIBUNAL CENTRAL DE INSTANCIA

			En el artículo 95 del Anteproyecto se regula el Tribunal Central de Instancia que sustituye a los órganos judiciales unipersonales existentes en el ámbito de la Audiencia Nacional43.

			Las Secciones que lo integran son las siguientes.

			1. SECCIÓN DE INSTRUCCIÓN

			Como su nombre indica, esta Sección instruye los delitos atribuidos al conocimiento de la Audiencia Nacional, bien a la Sección de Enjuiciamiento o bien a la Sala de lo Penal de dicho órgano [art. 95.a)].

			También tramitará los expedientes de una serie de asuntos que tradicionalmente han estado atribuidos a la Audiencia Nacional: órdenes europeas de detención y entrega, procedimientos de extradición pasiva, relativos a la emisión y ejecución de otros instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, así como las solicitudes de información entre los servicios de seguridad de los Estados miembros de la Unión Europea cuando requieran autorización judicial, en los términos previstos en la Ley [art. 95.a)].

			En la Sección de Instrucción, los Jueces de garantías44 conocerán de las peticiones de la Fiscalía Europea relativas a la adopción de medidas cautelares personales, de actos que supongan limitación de los derechos fundamentales cuya adopción esté reservada a la autoridad judicial y demás supuestos que expresamente determine la ley. Igualmente, conocerán de las impugnaciones que establezca la ley contra los decretos de los Fiscales Europeos Delegados [art. 95.a) in fine].

			2. SECCIÓN DE ENJUICIAMIENTO

			Viene a sustituir a los Juzgados Centrales de lo Penal. El artículo 95.b) del Anteproyecto señala que le corresponde el conocimiento de las causas por los delitos a los que se refiere el artículo 65 LOPJ y de los demás asuntos que señalen las leyes. Se les atribuye, asimismo, la ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito grave o menos grave por la Sección de Instrucción del propio Tribunal Central de Instancia y los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

			3. SECCIÓN DE MENORES

			Fácilmente se comprende que la Sección de Menores es la adaptación de los actuales Juzgados Centrales de Menores al Tribunal Central de Instancia. Conocerá de las causas que le atribuya la legislación reguladora de la responsabilidad penal de los menores, así como de la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que le atribuya la Ley [art. 95.c)].

			4. SECCIÓN DE VIGILANCIA PENITENCIARIA

			Reemplaza a los actuales Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria y tendrá las funciones jurisdiccionales previstas en la Ley Orgánica General Penitenciaria, la competencia para la emisión y ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la Ley y demás funciones que señale la Ley, en relación con los delitos competencia de la Audiencia Nacional. En todo caso, la competencia de esta Sección será preferente y excluyente cuando el penado cumpla también otras condenas que no hubiesen sido impuestas por la Audiencia Nacional.

			5. SECCIÓN DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

			Es el órgano, en el Tribunal Central de Instancia, que asume las competencias de los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo. Está regulada en el artículo 95.e) y las materias atribuidas al conocimiento de la Sección son las mismas que actualmente aparecen en el artículo 90, números 5 a 7, de la Ley Orgánica del Poder Judicial45.

			IV. LAS OFICINAS DE JUSTICIA EN LOS MUNICIPIOS

			Dijimos, al principio de este trabajo, que, junto a la creación de los Tribunales de Instancia, otro objetivo principal de esta reforma es la supresión de los Juzgados de Paz y, de ahí, que se deroguen los artículos que la LOPJ dedica a regular dicho órgano46. Los Juzgados de Paz no son sustituidos por otro órgano judicial sino por uno de naturaleza no jurisdiccional, las llamadas «Oficinas de Justicia».

			En cada municipio donde no tenga su sede un Tribunal de Instancia existirá una Oficina de Justicia, que prestará sus servicios en la localidad donde se encuentre ubicada (art. 439 ter.2).

			Son unidades que, sin estar integradas en la estructura de la Oficina Judicial, se constituyen en el ámbito de la organización de la Administración de Justicia para la prestación de servicios a los ciudadanos de los respectivos municipios (art. 439 ter.1).

			Las instalaciones y medios instrumentales de estas Oficinas estarán a cargo del Ayuntamiento respectivo, salvo cuando fuere conveniente su gestión total o parcial por el Ministerio de Justicia o la Comunidad Autónoma con competencias asumidas en materia de Justicia. Los sistemas y equipos informáticos de las Oficinas serán facilitados por el Ministerio de Justicia o la Comunidad Autónoma respectiva en los casos que tengan asumidas las competencias en materia de Justicia (art. 439 ter.3).

			Los puestos de trabajo de las Oficinas de Justicia se cubrirán por personal de los Cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, aunque en las relaciones de puestos de trabajo podrán incluirse determinados puestos a cubrir con personal de otras Administraciones Públicas, siempre que reúnan los requisitos y condiciones establecidos en las citadas relaciones. En todo caso, la Secretaría de estas Oficinas será desempeñada por personal del Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa, conforme se determine en la correspondiente relación de puestos de trabajo (art. 439 quinquies.1). Los funcionarios destinados en estas oficinas realizarán, además de las propias, aquellas tareas que se les encomiende por los servicios comunes de la Oficina Judicial del Partido Judicial, en cuya relación de puestos de trabajo estén también integrados (art. 439 quinquies.2).

			En cuanto a los servicios que se prestarán en las Oficinas de Justicia de los municipios, podemos calificarlos, conforme a lo que establece el artículo 439 ter del Anteproyecto como:

			a) Práctica de los actos de comunicación procesal cuyos destinatarios residan en el municipio o municipios para los que preste sus servicios, siempre que los mismos no se hayan podido practicar por medios electrónicos.

			b) Colaboración con otros órganos:

			— Con el Registro Civil conforme a lo que se establezca en la Ley o por vía reglamentaria.

			— Con los Colegios de Abogados con la recepción de las solicitudes de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita y su remisión a los Colegios de Abogados encargados de su tramitación, así como las restantes actuaciones que puedan servir de apoyo a la gestión de estas solicitudes y su comunicación a los interesados.

			— Con las Gerencias Territoriales del Ministerio de Justicia u órganos equivalentes en aquellas Comunidades que tienen asumidas competencias en materia de Justicia, con la recepción de las solicitudes o gestión de peticiones de los ciudadanos dirigidas a dichos órganos.

			— Con las unidades de medios adecuados de solución de controversias existentes en su ámbito territorial, en coordinación con la Administración prestacional competente.

			— Con las Administraciones Públicas competentes para que, en cuanto el desarrollo de las herramientas informáticas lo permita, se facilite a Jueces y Magistrados, Fiscales, Letrados de la Administración de Justicia y al personal al servicio de la Administración de Justicia que no esté integrado en las relaciones de puestos de trabajo de dichas Oficinas, el desempeño ocasional de su actividad laboral en estas instalaciones, comunicando telemáticamente con sus respectivos puestos.

			c) Otros servicios que figuren en convenios de colaboración entre diferentes Administraciones Públicas.

			
				
					1 El título de la Ley de Reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial me parece totalmente desafortunado. Entiendo que no es correcta —a la vez que no me gusta nada— la utilización de la expresión «Servicio Público de Justicia». Aunque es usado cada vez más frecuentemente, el término «servicio público» es más propio del ámbito del Derecho Administrativo. El tradicional «administración de justicia» es mucho más acertado. No se la razón, pero cada vez que leo —para referirse a las cuestiones relativas a la «administración de justicia»— «servicio público» me viene a la cabeza los de recogida de basuras, alcantarillado, mercado de abastos, etc. No hay que inventar nueva terminología: no es necesario ni añade absolutamente nada.

					Por lo que respecta a la estructura del Anteproyecto, además de la Exposición de Motivos, consta de un artículo único, con ciento seis apartados, una disposición adicional, ocho disposiciones transitorias y seis disposiciones finales. 

				

				
					2 Como señala, en su preceptivo informe, el Consejo General del Poder Judicial: «La idea de la creación de los Tribunales de Instancia no es nueva y constituye desde hace más de una década un desiderátum legislativo que no ha encontrado el impulso definitivo para su efectiva realización. Baste recordar las dos iniciativas legislativas que plantearon la sustitución de los Juzgados por un sistema de organización colegiada en la instancia. En primer lugar, el Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, para la creación de los Tribunales de Instancia (BOCG, Congreso de los Diputados, n.º 144-1, de 1 de agosto de 2011); y, en segundo lugar, el Anteproyecto de Ley Orgánica del Poder Judicial, aprobado en la sesión del Consejo de Ministros de 4 de abril de 2014».

				

				
					3 El Consejo General del Poder Judicial, en su informe sobre el anteproyecto de Ley de 2011, manifestó su opinión favorable a la creación de los Tribunales de Instancia por diversas razones: «Además de la mejora del gobierno interno de los Juzgados con respecto al actual sistema de los Jueces Decanos, los TTII facilitan, entre otros, la consecución de dos objetivos fundamentales: 1) la creación de plazas de Jueces y Magistrados, en vez de Juzgados, con la consiguiente optimización del presupuesto; y, 2) la consiguiente disminución progresiva de la denominada «Justicia interina», es decir, de los Jueces y Magistrados sustitutos y suplentes en el primer nivel procesal. Ambos objetivos son irrenunciables para el Consejo General del Poder Judicial, y son una reclamación histórica de la Carrera Judicial. Su finalidad no es solo reducir la exagerada carga de trabajo de muchos Jueces y Magistrados titulares de órganos unipersonales, sino, también, conseguir acortar el tiempo de resolución de los asuntos». El informe de 27 de junio de 2014 afirma: «Se ha de convenir que la organización colegiada del Tribunal de Instancia, servida por una Oficina Judicial común, permite adaptarla a las necesidades del momento, sin necesidad de crear nuevos órganos judiciales, lo que merece una valoración positiva. En efecto, hasta ahora, los incrementos de la carga de trabajo obligan a la creación de nuevos juzgados, reproduciendo el esquema organizativo y personal tradicional. Con la organización colegiada, los incrementos de trabajo podrán ser abordados de otras formas, como, por ejemplo, con el refuerzo de los servicios comunes, o incorporando varias secciones o unidades con una sola Oficina Judicial que sirva a todas ellas. Como ha señalado la doctrina, la concentración de los medios permite abordar de forma más eficiente el incremento del volumen de asuntos que ingresan a los juzgados. Por todo ello el establecimiento de Tribunales de Instancia como órgano de la primera instancia se presenta como una organización idónea y adecuada. […] En definitiva, la creación e instauración de los TPI presenta una serie de aspectos positivos en la mejora de la Administración de Justicia, por cuanto que: a) permite una mayor racionalización y economía de los medios materiales y personales; b) resulta coherente con el modelo de Oficina Judicial diseñado por las LLOO 1/2009 y 13/2009; c) favorece la especialización de los órganos judiciales; y, d) contribuye a la seguridad jurídica».

				

				
					4 Obviamente, también existen en dicha organización, aunque el precepto no lo diga, órganos jurisdiccionales que extienden su jurisdicción en todo el territorio nacional, como son la Audiencia Nacional y el Tribunal Supremo. 

				

				
					5 Las deficiencias apuntadas las relaciona la Exposición de Motivos con la existencia de órganos unipersonales. Entiende que la creación de nuevos órganos unipersonales no las soluciona y que dicha creación, a su vez, ha favorecido la justicia no profesional al ser preciso cubrir de manera inmediata necesidades inaplazables y que no admitían la espera a los mecanismos ordinarios de provisión. 

				

				
					6 Convendría revisar la redacción para aclarar lo que se pretende pues, tal como se recoge, resulta un tanto incomprensible. Creo que está en lo cierto el Consejo General del Poder Judicial cuando subraya, en su informe, que los Tribunales de Instancia no son, en sí mismos, órganos jurisdiccionales, sino las secciones que los integran y alguna de ellas se constituirá unipersonalmente.

				

				
					7 Sobre dicha necesidad tuve ocasión de escribir en mi aportación «Tribunales: jurisdicción y competencia; régimen general de actuaciones procesales en el Anteproyecto de LECrim de 2020» en el libro colectivo, bajo la dirección de los profesores Jiménez Conde y Fuentes Soriano, Reflexiones en torno al Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal de 2020, pp. 107 ss., Tirant lo Blanch, Valencia, 2022.

				

				
					8 El informe del Consejo valora positivamente el modelo de organización colegial de la instancia indicando que «se racionaliza el modelo judicial, al introducir la colegialidad en todos los escalones de la jurisdicción; se facilita un uso eficiente de los medios personales y materiales a la hora de incrementar las capacidades del sistema justicia; se promueve la homogeneidad de criterios y prácticas, con el consiguiente beneficio para la seguridad jurídica y la igualdad en la aplicación en la Ley; se favorece una sinergia positiva con el modelo de Oficina Judicial; y se gana en flexibilidad organizativa. Esta valoración positiva, en términos generales, del modelo promovido por el Anteproyecto no obsta para que en un análisis más detallado quepa advertir la presencia en la regulación proyectada de insuficiencias, inconsecuencias y aspectos dudosos que merecen ser reconsiderados».

				

				
					9 La mejor utilización de los medios humanos y materiales al servicio de los órganos judiciales es una finalidad que viene buscando el legislador desde la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial que implantó la llamada «Oficinal Judicial». Para llevar a cabo esta idea de sacar el mayor rendimiento de los medios disponibles el legislador siempre se encontró con el problema de la existencia de los órganos unipersonales. De ahí la idea de proceder a su supresión. Como reconoce la propia Exposición de Motivos, «el modelo de organización judicial basado en el tradicional Juzgado unipersonal, hoy está condicionando las posibilidades de lograr un Servicio Público de Justicia más eficiente. La respuesta a las necesidades surgidas por el incremento de la litigiosidad y la consiguiente carga de los Juzgados y Tribunales ha sido siempre el establecimiento de nuevos órganos judiciales y de medidas de refuerzo. Sin embargo, estos aumentos en la dotación de medios personales y materiales no han dado el fruto esperado, al menos no en proporción a las inversiones realizadas».

				

				
					10 En cuanto a las Oficinas Judiciales se redefinen y reestructuran en unidades procesales de tramitación y en servicios comunes, buscando la mayor eficiencia de los recursos existentes que, a su vez, se potenciará por la utilización y desarrollo de las nuevas tecnologías. 

				

				
					11 Conforme al artículo 100 de la Ley Orgánica del Poder Judicial son órganos que ejercen jurisdicción civil y penal. Según lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, al que remite el 100 de la Ley Orgánica, a los Juzgados de Paz corresponde el conocimiento, en primera instancia, de los asuntos civiles de cuantía no superior a 90 euros que no estén comprendidos en ninguno de los casos a que, por razón de la materia, se refiere el apartado 1 del artículo 250. Además, cumplen funciones de notificación y de Registro Civil. En materia penal, su jurisdicción ha quedado reducida a actuaciones «a prevención» o «por delegación». 

				

				
					12 Que sustituyen a todos los órganos unipersonales no integrados en el ámbito de la Audiencia Nacional.

				

				
					13 El Tribunal Central de Instancia reemplaza los antiguos órganos judiciales unipersonales del ámbito de la Audiencia Nacional.

				

				
					14 La rúbrica de la redacción presente es: «De los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de lo Penal
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